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1. INTRODUCCION.

En este trabajo de evaluación del Marco Legal e Institucional sobre las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costero y marina de la República Dominicana, se describen los roles de dichas instituciones estatales, la Ley que la crea e instituciones no gubernamentales, señalando sus debilidades en la aplicación de la legislación existente. Se presentan las características de las zonas costeras del país, así como las principales fuentes y sustancias contaminantes que impactan dicha zona. Además se señalan de manera resumida los instrumentos jurídicos relacionado con el tema de las actividades en tierra que impacten negativamente la zona costero marina, como leyes, convenios internacionales, decretos, reglamentos y resoluciones. Se toman de referencia los trabajos de investigación de mayor relevancia que se han realizado en los últimos años sobre la zona costera.

A partir de ponderados estudios realizados acerca de estos aspectos, recreamos los elementos más relevantes de la legislación y la institucionalidad que orientan la gestión de la zona costera y los recursos naturales con énfasis en la contaminación.

Así mismo describimos las funciones y prerrogativas, que conforme a la legislación vigente, tienen las instituciones competentes o directamente vinculadas a la gestión de la zona costero y marina, clasificando una lista de interesados del sector gubernamental y no gubernamental.

Este trabajo recopila el marco legal vigente aplicable en el país, acuerdos internacionales, regionales y nacionales que están dirigidos a prevenir, mitigar, regular y sancionar la contaminación de la zona costera y marina proveniente de las actividades en la tierra y las instituciones responsables de su aplicación.

Finalmente se hace una evaluación de los principales problemas de las instituciones para aplicar la legislación ambiental y de las personas físicas y morales para cumplirla, enlistando un conjunto de recomendaciones que pueden ayudar a gestionar de una manera adecuada las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costero y marina de la Republica Dominicana.  
2. ANTECEDENTE.

Las zonas costeros y marinas de la República Dominicana, son las receptoras de los vertidos de contaminantes que se arrojan en los ríos, arroyos, cañadas, lagos, lagunas, alcantarillas y desechos domésticos, especialmente aquellas zonas donde  desembocan los ríos más importantes como el Yaque del Norte, Yaque del Sur, Ozama, Higuamo y Haina.  Esta actividad de vertido de desechos constituye una práctica recurrente que involucra a los principales sectores económicos del país (industrial, agrícola, turística) y el sector residencial. 

Otras actividades que impactan negativamente en la zona costero y marina son:

· El establecimiento de unidades portuarias en las bahías y estuarios del País, que ha causado severos problemas de contaminación marina;
· Instalación de empresas industriales, que vierten sus efluentes no tratados y desechos sólidos al mar;
· La erosión causada por deforestación en cuencas y orillas de ríos;

· La remoción de arena de las playas y ríos para la construcción;
· El uso de pesticidas en las labores agrícolas;
·  El lanzamiento de aguas usadas y no tratadas, por el limitado servicio de alcantarillado sanitario y la presencia de microorganismos que exceden los niveles aceptables para la Organización Mundial de la Salud. (OMS); 

Además, una insuficiente cobertura del suministro de agua para consumo humano, serias dificultades en el manejo, recolección, transporte y disposición final de los residuos sólidos.  Estos problemas constituyen la gran amenaza a la salud de las especies y ecosistemas de las zonas costeros y marinas dominicanas. (Ver informe sobre Marco de Política, Institucional y Legal de la Zona Costera y sus Recursos  de la Republica Dominicana, Especialmente la Relativa a la Contaminación, elaborado por José Rafael Almonte).
Para dar respuestas a los problemas planteados, la República Dominicana desde los años cincuenta (50), viene creando instituciones encargadas de administrar los recursos hídricos y la zona costera-marina y en la actualidad sobre pasan las 15 instituciones creadas por Ley. Así como las disposiciones legales que regulan los usos en las zonas costeras, como Ley No. 305 de 1968 (Gaceta Oficial No. 9082 del 29 de mayo de 1968), que establece la  zona marítima en una extensión de 60 metros a partir de la línea de la marea alta, el Decreto No. 318 de 1986, prohíbe la extracción y comercialización en todas las aguas territoriales del país de varios especies de corales. (Gaceta Oficial No. 9696 de fecha  15 octubre de 1986); y otras disposiciones legales que se desarrollan en este informe.

Esta situación hace evidente la necesidad de protección y uso sostenible de estos recursos, constituyéndose en un verdadero desafío ante las amenazas que se ciernen sobre ellos, por la contaminación marina, el desarrollo desordenado de las zonas costeras con fines turísticos e industrial, el vertimiento de desechos sólidos y líquidos nocivos y la falta de un sistema de fiscalización y seguimiento eficiente sobre las actividades que impactan la zona costera, son los principales problemas.
A la zona costera drenan las aguas de 108 redes fluviales independientes (de la Fuente, 1976) divididas, según OEA (1967), en catorce cuencas y zonas hidrológicas, aportando un volumen estimado superior a los 15,204 millones de m3/año. De éstas, solo cinco de ellas se consideran grandes cuencas fluviales. Ellas son las de los Ríos Artibonito, Yuna, Ozama, Yaque del Norte y Yaque del Sur. 

3.- Características de la Zona Costero y Marina de la República Dominicana.

Conforme al trabajo presentado por el Consultor José Rafael Almonte sobre Marco de Política, Institucional y Legal de la Zona Costera y sus Recursos de la Republica Dominicana, especialmente la relativa a la Contaminación, la República Dominicana en su plataforma insular tiene representados los ecosistemas tropicales: dunas, playas arenosas, costas rocosas, manglares, estuarios, humedales, praderas de hierbas marinas, arrecifes de corales Y bahías.
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La estructura ambiental costero marina del país se compone por una costa de 1,389 km, de los cuales 166 km, es decir el 11%, de la zona costera son arrecifes de coral, acompañados por los ecosistemas asociados tales como manglares, praderas de hierbas marinas y playas arenosas. El resto de las costas son acantilados rocosos, o planicies terrígenas bajas, en bosques secos o pantanosos.

Los manglares están compuestos principalmente por cuatro especies de árboles: Rhizophora mangle, Mangle rojo; Avicennia germinans, Mangle prieto; Conocarpus erectus, Mangle botón y Laguncularia racemosa, Mangle blanco. 

Los ecosistemas de manglares más importantes en la República Dominicana son las desembocaduras de los ríos Yuna y Yaque del Norte y son parte del sistema de áreas protegidas de la nación. 

Las formaciones de arrecifes de la República Dominicana incluyen muchos de los fondos pesqueros importantes en el país. 

Uno de los ecosistemas más representativos en el  litoral del país son las playas  con 197, donde el 95% de estas son de tipo arenosas, y las mismas ocupan un área de 1,606 kilómetros cuadrados (BID /SECTUR, 1991, CIBIMA-UASD-BIODIVERSIDAD, 1992).  
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4. Fuentes contaminantes de las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costero y marina.

Según el informe del Proyecto Gestión Ambiental para el Manejo Integrado de Cuencas Hidrográficas y Áreas Costeras en Pequeños Estados Insulares del Caribe de fecha 28-7- 2004, algunos impactos ambientales han tenido lugar históricamente y están teniendo lugar actualmente en la zona costero y marina que atentan contra los valores de la biodiversidad, provenientes de fuentes que impactan negativamente como son:

· Albañales domésticos;

· Aguas de elevada temperatura;

· Destilerías;

· Centrales azucareros; 

· Fabricas procesadoras de alimentos inorgánicos 

· Fabricas cartoneras;

· Fabricas tenerías;

· Fabricas de plásticos; 

· Fabricas jaboneras; 

· Fabricas papeleras; 

· Desechos de la producción animal (avícola, porcina, vacuna);

· Mataderos;

· Desechos de la minería, 

· Refinerías;

5. Sustancias contaminantes que impactan las zonas costeras del país

Los agentes contaminantes que han sido reportados en la zona costero y marina dominicana incluyen desechos sólidos, Agroquímicos, fertilizantes y pesticidas,  desechos industriales orgánicos e inorgánicos, plásticos, desechos de la producción animal, eses fecales, coniformes provenientes de los hogares domésticos. 

6. Roles de las instituciones con competencias legales en la gestión del espacio costero marino y sus recursos.

A) Instituciones Estatales

 6.1. Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARENA).  
Se crea mediante la Ley No. 64 del 18 de agosto del 2000, como institución rectora del Medio Ambiente y los Recursos Naturales y por lo tanto la responsable principal de la aplicación de la política sectorial y la legislación relativa a prevenir, controlar, mitigar, corregir y sancionar las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costeros y marinas.

La Ley 64-00 establece la estructura de la SEMARENA en cinco (5) subsecretarias, atendiendo a las áreas de competencia y  funciones, conforme lo previsto en el artículo 20 y son las siguientes:

6.1.1Subsecretaria de Recursos Costeros y Marinos con las siguientes competencias:
Dirección de Conservación y Manejo.
Misión 

Se encarga del ordenamiento, conservación y manejo de los recursos costeros marinos, mediante la ejecución de políticas que permitan su uso sostenible, desarrollando planes de manejo que garanticen una gestión adecuada para la conservación de los ecosistemas que lo conforman. 

Funciones principales.

· Analizar los estudios de impacto ambiental para otorgamiento de permisos y concesiones a particulares para el usufructo y explotación del espacio costero y marino y sus recursos, en el marco de conservación y protección de los mismos. 

· Desarrollar estrategias de manejo de los recursos costeros marinos en todo el litoral de la República Dominicana. 

· Delinear estrategias del ordenamiento de uso de la zona costero marina y de aguas interiores 

· Desarrollar regulaciones que norman las actividades en los ecosistemas costeros y marinos y de aguas interiores y sobre las especies de flora y fauna que las habitan. 

· Analizar y recomendar el otorgamiento de permisos para la construcción de obras de defensa para los propietarios de terrenos amenazados por la invasión del mar y de las arenas de las playas, a causas naturales o artificiales. 

· Velar que las sustancias residuales originadas por la actividad económica, reciban el tratamiento adecuado antes de ser vertidas en las aguas jurisdiccionales o en la zona económica exclusiva de aguas superadyacentes inmediatas a las costas fuera del mar territorial en la extensión que fija la ley. 

Funciones que ejecuta a través de tres (3) departamentos: Conservación de Recursos Costeros y Marinos y de Aguas Interiores, Manejo Integrado de Recursos Costeros y Marino, y el Departamento de Costas.
· Dentro de la franja de los 60 metros de la pleamar en marea alta (área protegida), puede ser utilizada, si se trata de obra de interés publico o para el turismo.
6.1.2. Subsecretaria de Gestión Ambiental.

La Subsecretaria de Gestión Ambiental esta estructurada de la manera siguiente: Dirección de Calidad Ambiental; Dirección de Evaluación Ambiental y  la Dirección de Protección Ambiental.

 Atribuciones:
· Garantizar que las actividades humanas realizadas en el país se correspondan con las normativas y reglamentos de calidad ambiental establecidas. 

· Implantar un sistema de prevención y mitigación de daños y desastres.

· Exigir y evaluar los Estudio de Impacto Ambiental

· Establecer los estándares de calidad de las aguas subterráneas según su utilidad principal, definiendo los parámetros básicos y sus valores permisibles, para asegurar dicha calidad. 

· Establecer los requisitos y las especificaciones técnicas para la construcción de pozos y la explotación de las aguas subterráneas.
·  Establecer los requisitos que deben cumplir cualquier tipo de descarga de líquidos al suelo o subsuelo. 

·  Clasificar los acuíferos, según su nivel de vulnerabilidad.
·  Establecer los estándares de calidad que debe poseer un cuerpo receptor. 
· Establecer disposiciones generales para la aplicación de esta norma. 

· Coordinar con los ayuntamientos del país la implementación de las unidades de gestión ambiental municipal emanadas de la Ley 64-00. 
· Ejecutar acciones de mitigación de impactos provocados por emisiones y descargas.
·  Realizar planes, programas o proyectos de restauración de ecosistemas. 
· Coordinar acciones con las instituciones estatales, las no gubernamentales y las organizaciones de base a fin de que éstas asuman la responsabilidad de la gestión preventiva y correctiva.
· Garantizar que las instalaciones y empresas incorporadas a las actividades reguladas desde la creación de la Secretaría se mantengan cumpliendo con las normas y regulaciones establecidas por la Ley 64-00 de Medio Ambiente. 
· Monitoreo de calidad de agua (a nivel industrial, vertimientos y  aguas residuales)
6.1.3. Subsecretaria de Suelos y Agua con las atribuciones siguientes:
· Manejo de cuencas y control de la extracción de materiales de la corteza terrestre, 
· Emitir permiso para cambio de uso de suelo

· Emitir permiso para la explotación de la minería no metálica

6.1.4. Subsecretaria de Áreas Protegidas y Biodiversidad.

Tiene como misión contribuir a la conservación de la biodiversidad en todo el territorio nacional como base para el desarrollo sostenible y el mejoramiento de la calidad de vida mediante la administración de un sistema nacional de áreas protegidas y la aplicación de normas y regulaciones en la República Dominicana. 

· Entre sus funciones están Coordinar el diseño y aplicación de la política nacional de desarrollo de las áreas protegidas y la conservación de la diversidad biológica del país. 

· Elaboración y aplicación de normas, regulaciones y procedimientos necesarios para la gestión sostenible de las áreas protegidas y la biodiversidad. 

· Regular el uso y trasiego de los recursos de la biodiversidad. 

· Promover el desarrollo, conservación y manejo de los recursos de flora y fauna silvestres. 

· Administrar el sistema nacional de áreas protegidas a fin de que se garantice la integridad de las mismas, la prestación de los servicios ambientales y la interacción ambientalmente sana con los usuarios. 

· Promover la participación de las comunidades rurales en planes, programas y proyectos para la conservación de la biodiversidad y las áreas protegidas.

6.1.5. Subsecretaria de Recursos Forestales.
Su misión es promover y garantizar la repoblación forestal y el manejo sostenible de los recursos forestales en el marco de la aplicación de la política forestal del Estado y las normas que regulan su aprovechamiento, así como proveer las informaciones más actualizadas en asuntos forestales obtenidas de investigaciones realizadas en el país y en zonas de otros países que puedan aplicarse en República Dominicana.

· Entre sus funciones se destacan la colaboración en la formulación de la política forestal del país 

· Fomentar las plantaciones en las cuencas altas con fines de conservación de aguas y suelos. 

· Fomentar el establecimiento de plantaciones forestales comerciales con fines de aprovechamiento maderable, energético, industrial, alimenticio y ornamental. 

· Autorizar la instalación y funcionamiento del aserrío y la industrialización de los productos forestales.

· Prestar asistencia técnica para la formulación y ejecución de planes de trabajos relativos a la protección, conservación, aprovechamiento e industrialización de los recursos forestales.

· Aprobar, evaluar y fiscalizar los planes de manejo forestal en terrenos privados. 

· Formular y ejecutar planes de trabajo relativos a la protección, conservación y 

· aprovechamiento de los recursos forestales en terrenos de propiedad pública.

· Establecer las normas y requisitos de un registro de profesionales forestales para elaborar, asesorar y ejecutar planes de manejo forestal. 

· Coordinar las acciones para el control forestal con las comunidades, los municipios, las asociaciones de productores forestales y las organizaciones sin fines de lucro con interés en los recursos naturales. 

· Promover, en coordinación con los ayuntamientos, el establecimiento y manejo adecuado de la arborización urbana en el territorio nacional. 

· Actualizar los criterios, normas y estándares para la formulación e implementación de proyectos forestales. 

· Conocer y aprobar los proyectos y programas forestales a implementarse en el territorio nacional. 

Estas son la Subsecretarias que están creadas por la Ley 64-00, sin embargo se han nombrado otros funcionarios como subsecretarios de Estado de Educación e Información Ambiental, Administrativo y Financiero, de Recursos Naturales, entre otros.
7. Instituto Nacional de Recursos Hidráulicos (INDRHI). 
Creado mediante la Ley No  6, del 08 de septiembre de 1965 y adscrito a la Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales conforme lo establece el artículo 23 de la Ley 64-00, con la obligación de dicha institución de coordinar con SEMARENA todos los proyectos relativos al uso y aprovechamiento de los recursos hídricos del país además de tener las competencias siguientes:

· Uso y manejo de aguas

· Construcción de Infraestructuras  de riego 
· Presas

8. Autoridad Portuaria Dominicana

Creada mediante la Ley No. 70, de fecha 17 de Diciembre de 1970, dentro de sus atribuciones se encuentran la de:
Dirigir, administrar, explotar, operar, conservar y mejorar los puertos marítimos de carácter comercial bajo su control y administración, así como los que en el futuro vayan entrando a formar parte de la Autoridad Portuaria Dominicana por disposición Ejecutiva, con absoluto exclusión de los puertos de carácter militar y de las secciones de puertos que tengan ese carácter. 

9. Secretaría de Estado de Industria y Comercio.

Creada Mediante la Ley No.290 -66, del 30 de junio de 1966, alberga un conjunto de Departamentos y direcciones que tienen que ver con las acciones en los recursos Marino Costero como:
A.- En lo industrial: 
· Programar el desarrollo industrial. 

· Fomentar el desarrollo industrial. 

· Controlar el incumplimiento de la política de desarrollo industrial. 

· Dictar normas, coordinar y supervisar a los organismos descentralizados y autónomos del Sector Industrial.
· Mantener el registro Nacional de industrias e industriales. 

· Autorizar la instalación y localización geográfica de industrias. 

· Conceder patentes y autorizar marcas y supervisar su utilización. 

· Controlar la aplicación de las leyes y normas industriales. 

B.- En comercio interno: 

· Establecer la política de comercio interno del país, exceptuando aquella que se refiere al azúcar y productos agropecuarios. 

· Programar el desarrollo del comercio interno. 

· Fomentar el comercio interno, de acuerdo a la política comercial del país. 

· Controlar el cumplimiento de la política de comercio interno. 

C.-  Mantener el Registro Nacional de Comerciantes. 

· Autorizar la instalación y localización de establecimientos comerciales, de acuerdo a los programas de desarrollo interno. 

· Dictar y vigilar el cumplimiento de normas que garanticen la libre competencia y los niveles de precios. 

· Controlar los costos de producción de bienes y servicios, a excepción del azúcar y los productos agropecuarios. 

· Determinar y controlar los sistemas de comercialización de bienes, a excepción del azúcar y los productos agropecuarios. 

· Controlar la aplicación de las leyes y normas sobre comercio interno. 

D.- En minería: 

· Establecer la política minera del país. 

· Programar el desarrollo minero. 

· Fomentar el desarrollo minero, de acuerdo a la política de desarrollo minero. 

Controlar el cumplimiento de la política de desarrollo minero. 

· Mantener el registro de empresas mineras. 

· Confeccionar el catastro minero. 

· Autorizar y controlar la concesión de explotaciones. 

· Realizar prospecciones mineras. 

· Controlar los precios de los productos mineros y sus derivados. 

· Controlar la aplicación de las leyes y normas sobre minería. 

Como dependencia de esta Secretaría de Estado es pertinente destacar la Dirección General de Normas y Sistemas de Calidad (DIGENOR) creada en 1977, a través de la Ley No. 602 'para establecer normas y regulaciones de calidad de productos, procesos y la fabricación y procesamiento de alimentos y agua.
10. Secretaría de Estado de Turismo.
Creada mediante la Ley. No. 541, de fecha 31 de diciembre del 1969, Ley Orgánica de Turismo de la Republica Dominicana, modificada por la ley No. 84, de fecha 26 de diciembre de 1979, entre sus funciones se encuentran:   

· Emitir permisos para el desarrollo de proyectos turísticos en la zona Costero-Marino.
· Identificación de áreas para su declaración como polo turístico.
· Tratamiento de aguas de desecho de actividades turísticas.
· Emisión de no objeción para las construcciones turísticas en la zona  costero marina.
· Registro de usos costero-marino (actividades turísticas).
· Emisión de permisos para la realización de actividades turísticas en la zona costero marina. 

11. Secretaría de Estado de Agricultura

Creada mediante la Ley No. 8, del 08 de septiembre de 1965, determina las funciones del Ministerio de Agricultura, con los incisos f) y o) del Art. 1, el inciso b) del Art. 4 y el Art. 7 derogados por la Ley 64-00 del 18 de agosto de 2000, dentro de sus funciones se encuentran:
· Planificación de desarrollo agrícola y bonificación.
· Regulaciones de uso de químicos en agricultura (ej. pesticidas, fertilizantes, etc).
12- Secretaria de Estado de Economía, Planificación y Desarrollo

Creada mediante la Ley No. 496-06, del año 2006, tiene entre sus atribuciones las siguientes funciones: 

· Conducir y coordinar el proceso de formulación, gestión, seguimiento y evaluación de las políticas macroeconómicas y de desarrollo sostenible.
· Ser el Órgano Rector del Sistema Nacional de Planificación e Inversión Pública y del Ordenamiento y la Ordenación del territorio. 
· Definir políticas de desarrollo nacional
13. Corporación de Acueductos y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD).
La CAASD es una Institución de servicio público con carácter autónomo, creada mediante la Ley 498 del 13 de abril de 1973, cuyo propósito fundamental es la planificación, coordinación, asesoría, estudio, diseño, construcción, supervisión, administración, comercialización, operación y mantenimiento de los servicios de agua potable y recolección, tratamiento y disposición de aguas residuales y pluviales urbanas y rurales situadas en el Distrito Nacional y la provincia Santo Domingo. 

14. Instituto Nacional de Agua Potable y Alcantarillado

Creado mediante la Ley No. 5207 del 30 de Julio de 1962 y sus modificaciones.
Funciones 

Dirigir y vigilar la provisión de un servicio de agua potable, disposición y tratamiento de aguas residuales, determinando la prioridad de la construcción, ampliación explotación y administración de los sistemas de agua potable y alcantarillados sanitarios y pluviales, promoviendo la reforestación de las cuencas hidrográficas. Mantener y operar los servicios de agua potable, alcantarillados sanitarios y pluviales, siendo obligatoria la consulta e inexcusable el cumplimiento de sus obligaciones. Elaborar o aprobar los planos de obras hidráulicas públicas y/o privadas, relacionadas con los sistemas de agua potable y alcantarillados. Aprovechar, utilizar y vigilar todas las aguas de dominio público, según la Ley de INAPA. 

15. Marina de Guerra Dominicana. 

Creada mediante la Ley No. 873, tiene como función mantener el orden público en las costas y aguas territoriales de la República; 2) proteger el tráfico, industrias marítimas legales, haciendo respetar sus intereses y pabellones; 3) combatir la piratería, la contravención a las leyes, disposiciones sobre navegación, comercio y pesca y los tratados internacionales.  
Son también funciones de la Marina de Guerra:
· La protección del mar territorial, zona contigua y la zona económica exclusiva. 
· Vigilar el transito marítimo. 

· Emisión no objeción para instalación de infraestructuras en las costas.
· Emisión de no objeción para Instalaciones portuaria.
16. Secretaría de Estado de Obras Públicas y Comunicaciones, 

La Secretaria de Estado de Obras Publica y Comunicaciones es la institución estatal encargada de la ejecución de las obras de infraestructura pública, principalmente vías de comunicación.  Dentro de sus funciones se encuentran:
· Celebrar contratos de obras públicas. 

· Emitir permisos para edificaciones.
· Dar mantenimiento a las vías de comunicación públicas.
17. Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS).

Creada mediante la Ley No. 4471 promulgada en 1956 la cual contiene el código de salud, modificada por la Ley 42-01, Ley General de Salud.

Funciones:

Además de las funciones que le atribuya el Poder Ejecutivo y de las consagradas en otras disposiciones la presente ley, son funciones de la SESPAS, mediante una definición general de políticas, como ente rector del sector salud y para la consecución de los objetivos planteados:

 

El diseño y ejecución de las políticas del sector salud.  

Garantizar los derechos de los pacientes a la información comprensible y veraz sobre sus casos y su condición de salud, así como sobre el funcionamiento de los servicios sanitarios e informar a los usuarios de los servicios del sector salud o vinculados a él, de sus derechos y deberes a través de las instituciones competentes del Sistema Nacional de Salud.  Además tiene como funciones:
· Formular todas las medidas, normas y procedimientos que conforme a las leyes, reglamentos y demás disposiciones competen al ejercicio de sus funciones y tiendan a la protección de la salud de los habitantes.  

· Promover el interés individual, familiar y social por la salud, mediante la educación adecuada de la misma, asumiendo esta educación en sentido integral como base de las políticas sanitarias del país.  
· Coordinar y promover la participación sectorial y extrasectorial del sector privado y los subsectores públicos, nacionales e internacionales, en el desarrollo y consolidación del Sistema Nacional de Salud.  
· Nombrar, supervisar y evaluar los programas y servicios que desarrollen sus expresiones descentralizadas y estructuras organizativas correspondientes.  

· Colaborar con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales por la preservación y el mejoramiento del medio ambiente.  

· Establecer y coordinar las políticas de supervisión que demande el sistema, con el fin de garantizar una eficaz y eficiente aplicación de las normas científicas, técnicas y administrativas que fueren expedidas;  
· Velar por el cumplimiento de los tratados y convenios internacionales relacionados con la salud.

18. Ayuntamientos Municipales.

Estas entidades públicas están establecidas en los Art. 82, 83, 84 y 85 de la Constitución Política de la República y   constituyen los gobiernos locales en cada uno de los municipios del país. En la actualidad existen 152 Ayuntamientos en las 32 provincias y el Distrito Nacional en que se divide políticamente el territorio nacional. 

Las funciones y atribuciones de los mismos están definidas en las Leyes: 176-07 sobre el Distrito Nacional y los Ayuntamientos, de fecha 17 de julio del año 2007; 675 del 31 de agosto del 1944, sobre Urbanización, Construcción y Ornato Público y sus modificaciones; y la Ley General sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales No. 64-00,  del 18 de agosto del año 2000.

La Ley 176-7 Comprende las siguiente Competencias municipales:

· Normar y Gestionar el  espacio público, tanto urbano como rural.

· Ordenamiento del territorio, planeamiento urbano, gestión del suelo, ejecución y disciplina urbanística.

· Normar y gestionar el mantenimiento y uso de las áreas verdes, parques y jardines.

· Normar y gestionar la protección de la higiene y salubridad pública para garantizar el Saneamiento Ambiental.

· Construcción y gestión de Mataderos, mercados y ferias.

· Construcción y gestión de Cementerios y servicios funerarios.

· Limpieza vial

· Servicios de limpieza y ornato público, recolección, tratamiento y disposición final de residuos sólidos.

· Ordenar y reglamentar el transporte público  urbano.

Además de estas funciones la Ley 64-00, le ha atribuido otras competencias a los Ayuntamientos en materia de gestión ambiental, entre las más importantes están:

· Aprobar normas, estándares y parámetros de calidad ambiental y de ecosistema;

· Conocer de los estudios necesarios para evaluar los impactos de los proyectos y actividades de expansión urbana en el ámbito territorial de su competencia;

· Participar en la gestión ambiental del país, sujeto a las directrices definidas por la SEMARENA;

· Establecer su propia instancia administrativa para la gestión ambiental de su territorio.

· Promover proyectos de desarrollo local

· Emitir no objeción de proyectos

· Manejo de desechos sólidos

· Plantas de tratamiento Urbano (con INAPA y corporaciones de manejo de acueductos como CAASD, CORASAN, CORAPLATA, etc.)

· Decisiones sobre asentamiento humanos y planificación urbana

19. Consejo Dominicano de Pesca y Acuicultura (CODOPESCA)

Creado Mediante la Ley No. 307, de fecha 7 de Enero  del año 2004.  El CODOPESCA tiene como función regular y fomentar las actividades pesquera y acuícola en la Republica Dominicana.
20. Procuraduría para la Defensa del Medio Ambiente y los Recursos Naturales. 

La Procuraduría para la Defensa del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, es rama especializada de la Procuraduría  General  de  a República.  

Funciones Principales:

· Ejercer las acciones y representación del interés público, con carácter de parte procesal, en todos aquellos juicios por infracción a la Ley No.64-00 y demás disposiciones legales  complementarias;

· Ejercer las acciones en representación del Estado que se deriven de daños al ambiente, independientemente de las que promuevan los individuos que hayan sufrido daños en su persona o patrimonio.  Asimismo, ejercerá las demás acciones previstas en la ley, en la ley de Organización Judicial de la República y en las demás leyes pertinentes.

A) Instituciones de la Sociedad Civil que ejercen actividades de gestión y vigilancia a las actividades que impactan negativamente la zona costera y marina del país.

Institución de investigación.
21. Centro de Investigación de Biología Marina (CIBIMA) CIBIMA es un centro de investigaciones científicas multidisciplinaría fundado en 1962, dedicado principalmente al conocimiento y estudios de la biodiversidad en los ecosistemas marinos, costeros y acuáticos en la Republica Dominicana. Dependencia institucional de la Universidad Autónoma de Santo Domingo.
22. Fundación Dominicana de Estudios Marinos (FUNDEMAR)

Institución sin fines de lucro dedicada a la Protección de los Recursos Marinos especialmente, Ballenas y Delfines.

23. Centro para la Conservación y Ecodesarrollo de la Bahía de Samaná y su Entorno (CEBCE) Inc. www.samana.org.do/cebse-s.htm
· Su Misión es promover la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y culturales de la Bahía de Samaná y los renglones naturales que la rodean, con la participación activa de las comunidades. 
· Su objetivo general es la promoción y ejecución de actividades tendentes a lograr la conservación y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y culturales en el ámbito de la Bahía de Samaná y su entorno, entendido éste como aquel conformado por la Península de Samaná, el Bajo Yuna, el macizo Kárstico de los Haitíses y la planicie costera de Sabana de la Mar-Miches, así como la Bahía de Samaná y el mar territorial adyacente a la región. 
Programas que desarrollan: 

·   Programa de Educación Ambiental. 

·   Programa de Conservación de Especies Amenazadas. 

·   Programa de Ordenamiento de la Actividades económicas.
·   Programa de Coordinación y Apoyo Interinstitucional.
24. Fundación para la Conservación de los Recursos Marinos, Inc. (MAMMA)

Como su nombre lo indica esta institución se dedica a la protección de los recursos marinos y la investigación.

25. Asociación San Benedetto al Puerto.
La Asociación San Benedeto al Puerto llega a la República Dominicana (las Galeras) en 1989 con una misión compuesta por miembros de la misma y por representantes de la Cooperativa de la Salud Mental de Trieste y de la Cooperativa Social de Parma. El objetivo es evaluar la posibilidad de realizar un proyecto turístico alternativo que se contraponga a la invasión "pacífica" de tanto inversionista extranjero para "dar un sueño a quien nunca ha soñado" y promover un desarrollo local sostenible.

La idea de fondo es la de construir una estructura de albergues (Hotel Todo Blanco) que funcione con respeto a la población y al medioambiente locales y que permita a todos los turistas que lo deseen disfrutar de un turismo diverso, decente y eco-compatible.
26. Grupo Jaragua
Su principal actividad es la protección de la biodiversidad y sus espacios protegidos, incluyendo otros temas como la capacitación en el área ambiental, entre otros. Su radio de acción se concentra en el Parque Nacional Jaragua, en la zona costera de la Provincia de Pedernales (Bahía de las Águilas)

27. Grupo Mundo Ecológico

Su principal actividad es de difusión e información a través de la revista mundo Ecológico del programa televisivo “Mundo Ecológico” que se Difunde por Digital Quince, todos los domingos, a la 6:00 A.M. así como el sometimiento a los infractores de la legislación ambiental por ante los tribunales.

28. Instituto de Abogados para la Protección del Medio Ambiente (INSAPROMA) Inc. 

Tiene como misión Proteger el Medio Ambiente y los Recursos Naturales a través de la vigilancia de la correcta aplicación de la ley ambiental, el sometimiento a los infractores y la concienciación a través de cursos, charlas, conferencias y foros sobre los derechos y deberes de los ciudadanos a disfrutar de un medio ambiente sano.

29. Instituto de Derecho Ambiental de la República Dominicana (IDAR)

Se dedica al estudio de la Legislación Ambiental y la concienciación de los ciudadanos a través de la educación ambiental, es el representante de Bandera Azul en República Dominicana, programa que se encargado de calificar, adecuar y certificar las playas en el sentido de la calidad para su uso.

30. Disposiciones legales que regulan la contaminación de la zona costera y sus recursos en la Republica Dominicana.

En la República Dominicana, existen diversos instrumentos legales que regulan las disposiciones de contaminantes en los cursos de agua y en la zona costero y marina, en el suelo y en la atmósfera, así como la destrucción de manglares y de sus paredes coralinas. 

31. Síntesis de las funciones de los instrumentos legales concernientes a la zona costera y marina de las actividades en tierra que la impactan.
31.1 Ley No. 305 de 1968 (Gaceta Oficial No. 9082 del 29 de mayo de 1968), establece la zona marítima en una extensión de 60 metros a partir de la línea de la marea alta. Dicha zona comprende los ríos y corrientes, lagunas y lagos navegables y flotables. Prohíbe en su artículo 2 todo tipo de construcciones, aun cuando sean de carácter provisional en la zona marítima, salvo aquellas que excepcionalmente autorice el Poder Ejecutivo para fines turísticos y otros de utilidad pública. Además por el artículo 3 declara Parque Nacional una zona de 75 metros en el litoral Sur del Distrito de Santo Domingo, medida desde la línea que ascienda la pleamar ordinaria. Dicha zona comprenderá el área en que las avenidas George Washington, 30 de Mayo y las Américas corren paralelas al Mar Caribe, hasta el cruce de la 30 de Mayo con la carretera Sánchez, por el Oeste, y el cruce de la avenida Las Américas con la entrada al poblado de la Caleta, por el Este. Esta Ley es aplicada por la Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Procuraduría para la Defensa del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, en coordinación con la Marina de Guerra.
31.2 Decreto No. 318 de 1986, prohíbe la extracción y comercialización en todas las aguas   territoriales del país de varias especies de corales. (Gaceta Oficial No. 9696 de fecha  15 octubre de 1986).

En el artículo 1,  se prohíbe la extracción y comercialización en todas las aguas territoriales de la República Dominicana de los siguientes géneros de corales:

Nombre Científico.
Nombre Común.

Acropora


Pata de ñame, ganchillo

Agaricia 


coral lechuga

Diploria 


Coral cerebro

Meandrina


Coral cerebro

Millepora 


Coral de fuego

Gorgónidos

Abanicos de mar

Eusmilia sp


Coral flor 

Porites


Coral de dedos

Montastraea 

Coralcerebro 

Dendrogyra 

Coral pilar 

Antipathes 


Coral negro

31.3 Decreto No.249 de 1986. Declara Parque Nacional un área del Mar Caribe con el   nombre de "Parque Submarino La Caleta. (Gaceta Oficial No. 9695 de fecha 30 septiembre de 1986).

El Articulo 1 declara Parque Nacional y sometido al régimen de la ley No. 67 bajo el nombre de "Parque Submarino La Caleta", un área del mar Caribe, sus aguas y el lecho submarino, frente a las costas de la sección La Caleta, del Distrito Nacional teniendo como linderos: una línea de dirección Norte-Sur que parte de la Cueva de las Golondrinas, al Oeste del poblado de La Caleta en dirección mar adentro por 2,700 metros aproximadamente, hasta llegar al punto donde la profundidad es de 100 brazas en dirección Sudeste, hasta llegar a un punto que está, a excepción de los terrenos donde funciona el Aeropuerto Internacional de las Américas, en el Cabo Caucedo.

31.4 Ley.,3003 de 1951 (Gaceta Oficial No. 73 14 del 4 de agosto de 195 1), sobre Policía de Puertos y Costas. En su Capítulo Primero, Artículo I, dice: La Policía General de los Puertos, Fondeaderos y Costa de la República, queda encomendada a la Secretaría de Estado de Guerra, Marina y Aviación, a los Comandantes de Puerto y demás autoridades previstas en la presente Ley. Por la Ley 4579 de fecha 30 de octubre de 1956, todas las comandancias de puertos y todas las disposiciones relacionadas con las comandancias de puerto fueron transferidas de la Secretaría de Estado de las Fuerzas Armadas a la Jefatura de Estado Mayor de la Marina de Guerra.

Los artículos 6, 37 y 38 de esta ley establecen los elementos y prohibiciones pertinentes para los buques en puertos nacionales.

31.5 Ley No.4542 de 1956 (Gaceta oficial No. 8032 del 28 de septiembre de 1956). 

Ampliada por la Ley No.4833 de 1958. (Gaceta Oficial No.8207 del 22 de enero de 1958) Esta Ley regula la exploración, uso comercial y los beneficios particulares de depósitos de petróleo y sus derivados.

31.6 Ley No. 5852 de 1962 (Gaceta Oficial No. 8897 del 10 de octubre de 1964), sobre Dominio de Aguas Terrestres y Distribución de Aguas Públicas. Los artículos 1 1, 42, 43, 77 y 122 competen a este proyecto. Uso o cambio de uso de terrenos.
31.7 Ley No. 6232 de 1963 (Gaceta Oficial No. 8761 del 6 de abril de 1963), establece en su artículo 8, que la Oficina de Planeamiento Urbano de los Ayuntamientos Municipales tendrá a su cargo, entre otras cosas, la emisión, previa revisión y declaración de conformidad con las leyes y requisitos vigentes, de todos aquellos permisos relativos a cualquier tipo de construcción, reconstrucción, alteración, ampliación, traslado, demolición, uso o cambio de uso de edificios y estructuras; con el uso o cambio de uso de terrenos; ....así como de cualesquiera de otros aspectos relacionados con los planes de zonificación.

32. Espacios o zonas marítimas donde la República Dominicana ejerce su competencia.

La República Dominicana al igual que los demás Estados rige su competencia en los espacios marítimos adyacentes, por su legislación interna y los convenios internacionales que ha ratificado.

La Constitución de la República Dominicana del año 2002 en su artículo 5to, párrafo 3ro establece que son parte del territorio nacional, el mar territorial, el suelo y subsuelos submarinos correspondientes, así como el espacio aéreo sobre ellos comprendidos. La extensión del mar territorial del espacio aéreo y de la zona contigua y su defensa, lo mismo que las del suelo y subsuelos submarinos, y su aprovechamiento serán establecidos y regulados por leyes como son las que se citan a continuación:

33. Ley No. 573 de 1977 modifica la ley 186 y fija los límites de la Zona Continua (ZC)en 24 millas y establece la Zona Económica Exclusiva (ZEE) en 200 millas y plataforma continental. Estas leyes le dan al Estado Dominicano la facultad para fiscalizar y realizar cualquier actividad de interés nacional, entre ellas controlar la contaminación de sus aguas. Su aplicación esta a cargo de la Marina de Guerra.  Estas leyes fueron derogadas por la Ley No.66-07, que declara al Estado Dominicano como un Estado Archipielagico, la cual modifica los límites marítimos.  
34. Decreto No. 1728 del 1976, regula la extracción de corales. (Gaceta Oficial No. 

        9396 de fecha 15 octubre de 1986)

El Art. I establece que la extracción de corales en las aguas jurisdiccionales deberá estar previamente autorizada, mediante permiso otorgado por el Departamento de Caza y Pesca de la Secretaria de Estado de Agricultura.

El Párrafo No. 11 del Art. 34 (transitorio) de la Ley No. 64-00, convierte este Decreto en Ley.

La Ley No. 64-00 incorpora en el Párrafo 19 del Art. 34 (transitorio) el Decreto No. 233-96 del 30 de julio de 1996, que aplica las categorías establecidas por la Unión Mundial para la Naturaleza (UICN), a las áreas recreativas, y crea las áreas nacionales de recreo entre ellas las de la Playa de Andrés-Boca Chica.

35.  Ley No. 42,  Ley General de Salud del año 2004

En su articulo 41 establece “La Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y las instituciones y organizaciones correspondientes al sector de agua potable y saneamiento básico, ayuntamientos, Dirección General de Normas y Sistemas (DIGENOR) y otros sectores relacionados con este campo, promoverá y colaborará en el desarrollo de programas de saneamiento ambiental”.

El articulo 44 dispones que “Queda prohibido a toda persona física o jurídica arrojar a los abastecimientos de agua potable destinada al uso y consumo de la población, los desechos sólidos y líquidos o cualquier sustancia descompuesta, tóxica o nociva.

Párrafo.- La SESPAS participará con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, el Instituto Nacional de Aguas Potables y Alcantarillados, los ayuntamientos y demás instituciones competentes, en la elaboración de las normas que regulen la colección eliminación, descarga, tratamiento y destino de las aguas servidas, aguas negras y residuales, así como en la elaboración de las normas que regulen el funcionamiento, construcción, reparación o modificación de los sistemas de eliminación o disposiciones de excretas y aguas servidas.

Art. 46.- La Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y demás instituciones competentes, elaborarán las normas oficiales que regulen la disposición y manejo de desechos sólidos cuyo uso, recolección, tratamiento, depósito, reconversión, industrialización, transporte, almacenamiento, eliminación o disposición final resultaren peligrosos para la salud de la población.

Art. 47.- Las instituciones del sistema de salud y todos aquellos establecimientos de salud que, por sus operaciones, utilicen materias o sustancias tóxicas o radioactivas, contaminantes u otras que puedan difundir elementos patógenos o nocivos para la salud, deberán tener sistemas de eliminación de desechos desarrollados en función de la reglamentación que elabore al efecto la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y las demás instituciones competentes. Los residuos médicos serán almacenados de manera diferenciada, tratados técnicamente en el establecimiento de origen y/o entregados al municipio o a la institución correspondiente, según sea el caso, para su transporte y disposición final adecuada.

Art. 48.- Las autoridades sanitarias deberán informar a la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales sobre los establecimientos o lugares que constituyan peligro para la salud o vida de la población, por la acumulación indebida y antihigiénica de desechos sólidos, a fin de que ésta ordene su limpieza y ejecute las medidas administrativas y de seguridad correspondientes.

Art. 49.- La eliminación de gases, vapores, humo, polvo o cualquier contaminante producido por actividades domésticas, industriales, agrícolas, mineras, de servicios y comerciales, se hará en forma sanitaria, cumpliéndose con las disposiciones legales y reglamentarias del caso o las medidas técnicas que ordene la SESPAS, con el fin de prevenir o disminuir el daño en la salud de la población.

Párrafo.- La SESPAS, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, los ayuntamientos y demás instituciones competentes, elaborará las normas que regulen las acciones, actividades o factores que puedan causar deterioro y/o degradar la calidad del aire de la atmósfera y en la vigilancia y supervisión del cumplimiento de estas disposiciones, sin desmedro de las atribuciones de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y otras instituciones competentes.

Art. 51.- Ningún establecimiento industrial podrá operar, si constituye un elemento de peligro a la salud de la vecindad, la comunidad y la población en general. La SESPAS, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente, la Secretaría de Estado de Trabajo y demás instituciones competentes, formulará las normas directrices y procedimientos que regulen las actividades industriales, comerciales y de servicios, a fin de que no constituyan peligro, ya sea por las condiciones de manutención del local en que funcionan, por la forma o los sistemas que emplean en la realización de sus operaciones, por la forma o el sistema que utilizan para eliminar los desechos, residuos o emanaciones resultantes de sus actividades o por los ruidos que produzca la operación.

Art. 52.- Los establecimientos de trabajo que presenten peligro o riesgo para la salud y el bienestar de los residentes deberán ser trasladados por sus dueños dentro del plazo razonable que la autoridad les señale, atendida la magnitud de la operación y el daño a la población.

Párrafo.- En coordinación con la Secretaría de Estado de Trabajo, la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Secretaría de Estado de Industria y Comercio y/o las instituciones encargadas por ley de los asuntos relativos a la industria, con la asesoría de dos organizaciones de la sociedad civil con misiones en el área en cuestión, la SESPAS elaborará la reglamentación adecuada a los fines de que se cumpla lo prescrito en este artículo.

Art. 53.- Los establecimientos industriales de trabajo que no cumplan con los reglamentos o que constituyan peligro, incomodidad o insalubridad para la vecindad, serán clausurados por la autoridad de salud o la autoridad ambiental, en el caso de que el peligro se derive del incumplimiento de normas o disposiciones ambientales. Sus propietarios o administradores quedan obligados a cumplir las órdenes o instrucciones que la autoridad competente les dé para eliminar o mitigar la insalubridad o riesgo que produzcan a causa de su operación. Dichos establecimientos industriales deberán suspender sus operaciones hasta que se hayan cumplido los requisitos reglamentarios exigidos por estas instituciones.

Párrafo.- La SESPAS, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y demás instituciones competentes, elaborará la reglamentación aplicable.

Art. 122.- Se declara de alto interés el control de plaguicidas, fertilizantes y sustancias tóxicas, por su repercusión en la salud de la población.

Párrafo.- Para tales fines, la SESPAS, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Secretaría de Estado de Agricultura y demás instituciones competentes, elaborará la normativa correspondiente, a fin de que tales productos no representen riesgos para la salud humana.

36
Ley No. 307, de fecha 7 de Enero  del año 2004, que establece un Sistema Pesquero Sostenible de Producción Pesquera y de la Acuicultura Basado en los Principios de la Pesca Responsable y el Uso Racional y Sostenible del Ambiente.

Esta ley es de aplicación a todas las actividades de explotación y/o extracción de los recursos biológicos marinos y acuáticos existentes.

37. Ley 311 de 1968, que regula y armoniza el uso de plaguicida en el país. Para ampliar la efectividad y  aplicabilidad de esta ley, en 1988 se dicto el decreto No. 322, que regula el uso de los plaguicidas en forma conjunta con los países miembros del Organismo Internacional de Sanidad Agropecuaria (OIRSA).

38. El Decreto  No. 217 del año 1991, prohíbe la venta, uso, importación, exportación,  y fabricación veinte (20)  agroquímicos, por considerarlo perjudiciales para la salud humana y el medio ambiente. Estas disposiciones  legales son administradas por la Secretaria de Estado de Agricultura (SEA).  

39.
La ley 123 de 1971, regula la explotación de grava, gravilla y piedra en los ríos y zonas costeras. Prohíbe la extracción descontrolada de estos materiales. Es  administrada por la Secretaria de Estado de Obras Públicas.

40.
Ley No. 146 de 1971, Ley de Minas,  prohíbe el uso de sustancias que afectan la    flora, la fauna y al hombre. En sus artículos 133-138, se contempla que el aire, los cuerpos de agua y la tierra aledaña a la zona de la mina no pueden ser alterados por la operación o procedimiento minero. Estas alteraciones en los recursos próximos a las minas deben evitarse o restaurarse a su estado original.

Los desechos de explotación minera vertido en los ríos y el mar pueden ocasionar graves daños principalmente en la zona próxima a la desembocadura o estuarios.

41. Ley No. 4382 de 1986, prohíbe lanzar al mar o a los ríos los desperdicios de los   ingenios azucareros. Esta ley es administrada por el Consejo Estatal del Azúcar (CEA). En la actualidad vigilancia de toda sustancias contaminante al ambiente es competencia para su regulación la SEMARENA.
41. Ley No. 218 de 1984, prohíbe introducir al país excrementos humanos o de   animales, basura y derivados de desechos industriales de todo tipo, lodos cloacales e industriales, así como la importaciones de  fármacos elaborados a base de sangre humana.

10.23 Ley No 64 del 18 de agosto del 2000, Ley General Sobre Medio Ambiente y  Recursos Naturales (Gaceta Oficial No. 10056 del 28 de agosto del 2000).

El Art. 1.- declara que la Ley tiene por objeto establecer las normas para la conservación, protección, mejoramiento y restauración del medio ambiente y los recursos naturales, asegurando su uso sostenible.

En los Art. Del 2 al 13 establece los  principios fundamentales del derecho ambiental dominicanos, los cuales han sido lista en otra parte de este trabajo.

De los Objetivos

Como objetivo particular interesan a este trabajo:

1)   La prevención, regulación y control de cualquiera de las causas o actividades que causen deterioro  del  medio ambiente,  contaminación  de  los ecosistemas  y  la degradación, alteración y destrucción del patrimonio natural y cultural; y

2)    Propiciar un medio ambiente sano que contribuya al sostenimiento de la salud y prevención de las enfermedades;

Art. 34 (transitorio) sustituido por la ley 202-04 sobre Áreas Protegida, incorpora otras normas que existían previamente o que   habían sido derogadas:

11) Decreto No. 1026-86-249, del 25 de septiembre de 1986, que declara Parque Nacional un área del Mar Caribe con el nombre de "Parque Submarino La Caleta"; y

18) Decreto No.233 -96 del 30 de julio de 1996, que aplica las categorías establecidas por la Unión Mundial para la Naturaleza (UICN), a las áreas recreativas, crea las áreas nacionales de recreo entre ellas las de la Playa de Andrés-Boca Chica.

Art. 38.- Con la finalidad de prevenir, controlar y mitigar los posibles impactos sobre el medio ambiente y los recursos naturales ocasionados por obras, proyectos y actividades, se establece el proceso de evaluación ambiental con los siguientes instrumentos: 

1) Declaración de impacto ambiental (DÍA);

2) Evaluación ambiental estratégica;

3) Estudio de impacto ambiental;

4) Informe ambiental;

5) Licencia ambiental;

6) Permiso ambiental;

7) Auditorias ambientales; y

8) Consulta pública.

Art. 40.- Todo proyecto, obra de infraestructura, industria, o cualquier otra actividad que por sus características pueda afectar, de una u otra manera, el medio ambiente y los recursos naturales, deberá obtener de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, previo a su ejecución, el permiso ambiental o la licencia ambiental, según la magnitud de los efectos que pueda causar.

Art. 41.- Los proyectos o actividades que requieren la presentación de una evaluación de impacto ambiental son entre otros los siguientes:

1) Puertos, muelles, vías de navegación, rompeolas, espigones, canales, astilleros, desguasaderos, terminales marítimas, embalses, presas, diques, canales de riego y acueductos;

3) Centrales hidro y termoeléctricas y plantas nucleares de generación;

6) Plantas industriales, incluyendo las azucareras, cementeras, licoreras, cerveceras, papeleras, químicas, textiles, productoras de materiales para la construcción, de equipos y productos metálicos, de curtido de cueros y pieles, de producción de gases, halógenos, hidrácidos y ácidos;
8)   Planes de transformación agraria, plantaciones agrícolas y ganaderas, asentamientos rurales, incluyendo los ejecutados de acuerdo a las leyes de Reforma Agraria;
9) Proyectos mineros, incluyendo los de petróleo y turba; exploraciones o prospecciones, remoción de la capa vegetal y la corteza terrestre, explotaciones, construcción y operación de pozos, presas de cola, plantas procesadoras, refinerías y disposición de residuos;

10) Extracción de áridos (rocas, gravas y arenas);

11) Instalación de oleoductos, gasoductos, duelos mineros y otros análogos;

14) Importación, producción, formulación, transformación, utilización, comercialización, almacenamiento, transporte, disposición, reciclaje o reutilización de sustancias tóxicas, nocivas, explosivas, radiactivas, inflamables, corrosivas o reactivas y otras de evidente peligrosidad;

15) Sistemas de saneamiento ambiental, como lo son de alcantarillado y de agua potable, plantas de tratamiento de aguas negras y de residuos tóxicos de origen industrial, domiciliario y municipal; rellenos sanitarios, emisarios submarinos, sistemas de tratamiento y disposición de efluentes sólidos, líquidos o gaseosos;

16) La ejecución de obras, programas y actividades en parques nacionales y otras áreas protegidas;

17) La aplicación masiva de productos o combinaciones químicas en zonas urbanas o en superficies superiores a cien hectáreas en zonas rurales;

18) Obras de ingeniería de cualquier índole que se proyecten realizar en bosques de protección o de producción de agua y otros ecosistemas frágiles, en bosques nublados o lluviosos, en cuencas altas, en humedales o en espacios costeros;
19) Instalaciones hoteleras o de desarrollo turístico, y

Párrafo I.- La precedente lista podrá ser ampliada por resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

En el Titulo III DE LA PROTECCIÓN Y CALIDAD DEL MEDIO AMBIENTE, del Capítulo I sobre las Normas Generales, interesan:

Art. 82.- Se prohíbe el vertimiento de sustancias o desechos contaminantes en suelos, ríos, lagos, lagunas, arroyos, embalses, el mar y cualquier otro cuerpo o curso de agua.

Párrafo.- La Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en consulta con la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, y cualquier otra dependencia oficial involucrada, emitirá y aplicará directrices para la eliminación, almacenamiento o depósito definitivo de desechos tóxicos y peligrosos. Para ello emitirá el listado de los mismos, el cual se actualizará de acuerdo con el conocimiento científico, la información disponible y los acuerdos internacionales sobre la materia ratificados por el Estado Dominicano.

Art. 83 Las Personas naturales o jurídicas responsables de una actividad que por acciones propias o fortuitas hayan provocado una degradación ambiental, tomarán de inmediato las medidas necesarias para controlar su efecto y notificarán a la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la de Salud Pública y Asistencia Social u otras dependencias oficiales relacionadas.

Capítulo II De la contaminación de las aguas
Art. 86.- Se prohíbe ubicar todo tipo de instalaciones en las zonas de influencia de fuentes de abasto de agua a la población y a las industrias, cuyos residuales, aún tratados, presenten riesgos potenciales de contaminación de orden físico, químico, orgánico, térmico, radioactivo o de cualquier otra naturaleza, o presenten riesgos potenciales de contaminación.

Art. 87.- Se dispone la eliminación obligatoria de zonas de protección alrededor de los cuerpos de agua, de obras e instalaciones hidráulicas, así como de cauces naturales y artificiales, con la finalidad de evitar los peligros de contaminación, asolvamiento u otras formas de degradación. Los requisitos para las referidas zonas de protección dependerán del uso a que estén destinadas las aguas y de la naturaleza de las instalaciones.

Párrafo.- Las empresas o instituciones que gestionen los servicios de manejo de aguas residuales en una localidad, serán las responsables por el cumplimiento de las normas y parámetros vigentes en lo que respecta a las descargas de aguas residuales domésticas, o de otros tipos descargados a través del alcantarillado municipal.

Art. 88.- La Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, como autoridad competente determinará, en consulta con los sectores involucrados, el destino de las aguas residuales, las características de los cuerpos receptores y el tratamiento previo requerido, así como las cargas contaminantes permisibles.

Párrafo.- Las empresas o instituciones que gestionen los servicios de manejo de aguas residuales en una localidad, serán las responsables por el cumplimiento de las normas y parámetros vigentes en lo que respecta a las descargas de aguas residuales domésticas, o de otros tipos descargados a través del alcantarillado municipal.

Art. 89.- Las aguas residuales sólo podrán ser utilizadas después de haber sido sometidas a procesos de tratamiento que garanticen el cumplimiento de las normas vigentes en función del uso para el cual vayan a ser destinadas, en consulta con la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social.

Art. 116.- La conservación, el uso y aprovechamiento de los recursos naturales será regulado por la presente ley, las leyes sectoriales y/o especiales y sus respectivos reglamentos, y por las disposiciones y normas emitidas por la autoridad competente conforme a esta ley.  El Estado podrá otorgar derechos para el aprovechamiento de los recursos naturales por concesión, permisos, licencias y cuotas.

Art. 117.- Para lograr la conservación, uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, tanto terrestres como marinos, deben tomarse en cuenta, entre otros, los siguientes criterios:

1)    La función ecológica del recurso;

2)    La peculiaridad del mismo;

3)    La fragilidad;

4)    La sostenibilidad de los manejos propuestos;

5)    Los planes y prioridades del país, región y provincia donde se encuentren los recursos.

Párrafo I. Previo al otorgamiento de permisos, concesiones y firmas de contrato de explotación racional de recursos naturales, el Estado solicitará y tomará en cuenta la opinión de los gobiernos municipales y las organizaciones sociales representativas de los municipios respectivos.

De la Diversidad Biológica
Art. 136.- Declara de alto interés nacional la preservación de los ecosistemas naturales que sirven de hábitat a aquellas especies de flora y fauna nativas y endémicas cuya supervivencia dependa de los mismos.

Art. 138.- Se prohíbe la destrucción, degradación, menoscabo o disminución de los ecosistemas naturales y de las especies de flora y fauna silvestres, así como la colecta de especimenes de flora y fauna sin contar con la debida autorización de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

De los Recursos Costeros y Marinos
Art. 145.- Los bienes de dominio público marítimo-terrestre o costas pertenecen al Estado Dominicano y, por tanto, son inalienables, imprescriptibles e inembargables. Todo ciudadano tiene el derecho a su pleno disfrute, salvo las limitaciones que impone la seguridad nacional, lo cual será objeto de reglamentación.

Art. 146.- El Estado Dominicano asegurará la protección de los espacios qué comprenden los bienes de dominio público marítimo-terrestre o costas y garantizará que los recursos acuáticos, geológicos y biológicos, incluyendo flora y fauna comprendidos en ellos, no sean objeto de destrucción, degradación, menoscabo, perturbación, contaminación, modificación inadecuada, disminución o drenaje. 

Art. 147.- Los bienes de dominio público marítimo-terrestre son:

1)   
Las riberas del mar y de las rías, que incluye:

La zona marítimo-terrestre o espacio comprendido entre la línea de bajamar, escorada o máxima viva equinoccial y el límite hasta donde alcanzan las olas en los mayores temporales conocidos o, cuando lo supere, el de la línea de pleamar máxima viva equinoccial. Esta zona se extiende también por las márgenes de los ríos hasta el sitio en donde se haga sensible el efecto de las mareas;

La franja marítima de sesenta (60) metros de ancho a partir de la pleamar, según lo prescribe la ley 305, de fecha 30 de abril de 1968;

Las marismas, albuferas, marjales, esteros;

Los terrenos bajos que se inundan como consecuencia del flujo y reflujo de las mareas, de las olas o de la filtración del agua del mar;

Las playas o zonas de depósito de materiales sueltos tales como, arenas, gravas y guijarros, incluyendo escarpes, bermas y dunas, tengan o no vegetación, formadas por la acción del mar o del viento marino, u otras causas naturales o artificiales;

2) 
El mar territorial y las aguas interiores, con su lecho y subsuelo;

3)
Los recursos naturales de la zona económica y la plataforma

          continental

4) 
Las accesiones a la ribera del mar por depósito de materiales o por retirada  del mar, cualesquiera que sean las causas;

5)  
Los terrenos ganados al mar como consecuencia directa o indirecta de obras, y los desecados en su ribera;

6)  
Los terrenos invadidos por   el mar que   pasan a   o mar parte de su lecho por cualquier causa;

7)     
Las accesiones a la ribera del mar por depósito de materiales o por retirada del mar, cualesquiera que sean las causas;

8)
Los acantilados sensiblemente verticales que están en contacto con el mar o con espacios de dominio marítimo-terrestre hasta su coronación;

9) 
Los terrenos deslindados como dominio público que, por cualquier causa, han perdido sus características naturales de playa, acantilado o zona marítimo-terrestre;

10) 
Los islotes y cayos en aguas interiores y mar territorial, o aquellos que estén formados o se formen por causas naturales;

11) 
Los terrenos incorporados por los concesionarios para completar la superficie de una concesión de dominio público marítimo-terrestre;

11) 
Los terrenos colindantes con la ribera del mar que se adquieran para su incorporación al dominio público marítimo-terrestre;

12)
Las obras e instalaciones construidas por el Estado en dicho 

          dominio;

13) 
Las obras e instalaciones de costas y señalización marítima;

14) 
Los puertos y las instalaciones portuarias;

Art. 148.- El otorgamiento a particulares de permisos y   concesiones para el   usufructo y explotación   del espacio costero-marino y   sus   recursos,   se   hará   siempre   y   cuando   la evaluación ambiental determine la adecuación con la conservación y protección de los mismos.

Art. 150.- Los propietarios de los terrenos amenazados por la invasión del mar o de las arenas de las playas, por causas naturales o artificiales, podrán construir obras de defensa, bajo autorización otorgada por la autoridad competente, previa realización del estudio de impacto ambiental.

Art. 151.- Las sustancias residuales originadas por la actividad económica y social, inclusive las de los buques de cualquier tipo y nacionalidad, deberán recibir el tratamiento adecuado antes de ser vertidas en las aguas    jurisdiccionales    o en la zona económica de aguas suprayacentes inmediatas a las costas, fuera del mar territorial, en la extensión que fija la ley, según las normas nacionales y las contenidas en acuerdos internacionales relativos a la protección del medio marino, aprobados por el Estado. Estos vertimientos se realizarán previa aprobación de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Art.  152.- Con el  fin de prevenir la contaminación del  medio marino y costero por hidrocarburos y otras sustancias nocivas y peligrosas, se prohíbe el vertimiento de:

1) Aguas de sentina, de lastre o de lavado de tanques, a una distancia menor que la establecida en las disposiciones vigentes;

2) Residuales producidos por la prospección y explotación de pozos petroleros ubicados en lugares en que pueden afectar la zona costera;

3)   Residuales   industriales,  cuyo  contenido  en  hidrocarburos  y  otras  sustancias  nocivas peligrosas sobrepase la norma establecida.

Art. 153.- Queda prohibido el vertimiento de basuras o desperdicios de cualquier índole sobre las costas, cayos, arenas de las playas o en las aguas que circundan las mismas.

Como parte del desarrollo y complemento de la Ley 64-00 se han adoptado un  conjunto de normas técnicas, reglamentos y estándares de calidad de emisión y vertidos las cuales presentaremos a continuación.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. NA-AG-001-03, del año 2003, que establece las Norma Ambiental sobre Calidad del Agua y Control de Descargas.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No.05-02, del año 2002, que aprueba el  Reglamento del Sistema de Permisos y Licencias Ambientales.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. 09/2005, del año 2005, que adopta el Reglamento Ambiental para el uso, manejo, transporte y disposición de Bifenilos Policrorinados, PCB´s.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. NA-AI-001-03,  del año 2003, que establece la Norma Ambiental de Calidad del Aire.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. NA-RS-001-03, del año 2003, que define las Normas para la Gestión de Residuos Sólidos No Peligrosos.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. NA-A1-002-03, del año 2003,  que aprueba las Normas Ambientales para el Control de las Emisiones de Contaminantes Atmosféricos Provenientes de fuentes Fijas, cual sustituye la AR-FF-01.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. AR-FM-01, del año 2001, que aprueba la Norma Para el Control de las Emisiones proveniente de Vehículos.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. DE-RA-01, del año 2001, que establece las Normas de Gestión de Desechos Radioactivos.

· Resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente No. 04-2003, que instituye la normas para la gestión ambiental de las marinas y otras facilidades que ofrecen servicios a embarcaciones recreativas.

11. Acuerdos y Tratados Internacionales de los cuales la Republica Dominicana es parte, relativo a las actividades en tierra que impactan la zona Costera-Marina 

Convenciones y tratados internacionales.
La República Dominicana ha firmado y ratificado numerosos Tratados Internacionales en lo concerniente al medio ambiente y los recursos naturales, específicamente a la contaminación de las aguas desde 1940, sin embargo, esta evaluación del marco legal e institucional esta dirigido a las actividades en tierra que impactan la zona costera y marina, por lo tanto solo se hace mención de aquellos relativos al tema en cuestión.  
Las siguientes resoluciones integran a la Legislación Dominicana las Obligaciones Internacionales que sancionan.

11.1
Protocolo Relativo a la Contaminación Procedente de Fuentes y Actividades Terrestres del Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino de la Región del Gran Caribe. (Firmado. Pendiente de ratificación por el Congreso Nacional)

Este Protocolo fue elaborado por la necesidad que tenían las Partes en el Convenio de Cartagena de Proteger los ecosistemas marinos y costeros de la Región del Gran Caribe de la grave amenaza que representa la contaminación debida a fuentes y actividades terrestre sobre los recursos marinos y costeros y la salud pública en la Región.
Art. III Obligaciones generales
Las Partes se obligan, por lo tanto:

1.- A tomar conforme a sus leyes, a las disposiciones del presente Protocolo y al derecho internacional las medidas apropiadas para prevenir, reducir, y combatir la contaminación de la zona de aplicación del Convenio debida a fuentes y actividades terrestres, utilizando para esos fines las mejores practicas de las cuales ella puede disponer en función de sus capacidades.

2.- a elaborar y poner en práctica planes, programas y medidas apropiadas. , e los cuales adoptará medios efectivos para prevenir, reducir y combatir la contaminación en la zona de aplicación por fuentes y actividades terrestres en su territorio, comprendiendo la tecnología más apropiada y los métodos de manejo, como el manejo integrado de zonas costeras.

3.- A elaborar conjuntamente, si fuere necesario, planes, programas y medidas subregionales y regionales para prevenir, reducir y combatir la contaminación en la zona de aplicación de la Convención, teniendo en cuenta sus leyes y su situación particular social, económica y ambiental, así como la de la zona y la región dadas.

El Protocolo al momento de su adopción comprendía cuatro (4) Anexos, que tratan entre otras cosas: los niveles de efluentes y de emisiones y/o de prácticas de manejo que contemplan factores del Anexo II; y los plazos para alcanzar esos valores topes y aplicar los métodos de manejo y las medidas aceptadas por las Partes Contratantes.

Este Protocolo fue adoptado el 6 de octubre de 1999. La República Dominicana lo firmó en el año 2000.

11.2 Resolución No. 3485 de 1953 (Gaceta Oficial No. 7537 del 11 de febrero de 1953), aprueba la Convención Sobre La Organización Marítima Intergubernamental y Consultiva, llamada ahora Organización Marítima Internacional. (OMI)

11.5
Resolución No. 542 de 1973 (Gaceta Oficial No. 9312 del 8 de septiembre de 1973), aprueba el Convenio Sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias. (CONVENIO DE LONDRES).
Este Convenio tiene por objetivo controlar la contaminación del mar por el vertimiento de desechos teniendo como origen diversas fuentes, tales como vertimientos y descargas a través de la atmósfera, los ríos, los estuarios, las cloacas y las tuberías, así como garantizar que los Estados utilicen los mejores medios posibles para impedir dicha contaminación y que elaboren productos y procedimientos que disminuyan la cantidad de desechos nocivos que deban ser evacuados.

Además, mejorar la protección del medio marino alentando a los Estados con intereses comunes en determinadas zonas geográficas.

11.8
Resolución No. 419 del 1976 (Gaceta Oficial 9419 del 29 de diciembre de 1976), aprueba la resolución A-175 (VI) emitida el 21 de octubre de 1969 por la Sexta Asamblea de la Organización Consultiva Marítima Intergubernamental. (IMCO).

En noviembre de 1993, y en el marco de una reunión patrocinada por la Organización Marítima Internacional (OMI), la Red Operacional de Cooperación Regional entre Las Autoridades Marítimas (ROCRAM) y América Central (ROCRAM-CA), la Secretaria de Estado de Agricultura y La Comisión de Seguimiento de los Acuerdos de la Tierra, revisaron y aprobaron un Plan Preliminar para el Manejo de los Puertos y sus Actividades.
11.9
Resolución No. 25 de 1996, que aprueba la Convención sobre la Diversidad Biológica. Río de Janeiro Brasil, 1992. (Gaceta Oficial 9936 de fecha 15 de octubre del año 1996)
Objetivos de esta Convención:
La convención sobre la Diversidad Biológica tiene como objetivo la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos mediante, entre otras cosas, un acceso adecuado a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, teniendo en cuenta todos los derechos sobre esos recursos y a esas tecnologías así como mediante una financiación apropiada (artículo 1); así mismo asegurar una acción internacional eficaz para poner freno a la destrucción de especies biológicas, hábitats y ecosistemas. 1.- Cada parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda:

a)   Establecerá procedimientos apropiados por los que se exija la evaluación del impacto ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos adversos importantes para la diversidad biológica, con miras a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos;

b)  Establecerá arreglos apropiados para asegurarse de que se tengan debidamente en cuenta las consecuencias ambientales de sus programas y políticas que puedan tener efectos adversos importantes para la diversidad biológica;

c)   Notificará inmediatamente, en caso de que se originen bajo su jurisdicción o control peligros inminentes o graves para la diversidad biológica o daños a esa diversidad en la zona bajo jurisdicción de otros Estados o zonas más allá de los límites de la jurisdicción nacional, a los Estados que puedan verse afectados por esos peligros o esos daños, además de iniciar medidas para prevenir o reducir al mínimo esos peligros o esos daños; y Promoverá arreglos nacionales sobre medidas de emergencia relacionadas con actividades o acontecimientos naturales o de otra índole que entrañen graves o inminentes peligros para la diversidad biológica, apoyará la cooperación internacional para complementar esas medidas nacionales, y, cuando proceda y con el acuerdo de los Estados o las organizaciones regionales  de  integración  económica  interesados,  establecerá  planes  conjuntos  para situaciones imprevistas.

11.10
Resolución No. 182 de 1998 (Gaceta Oficial No. 9986 de 1998), aprueba la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático (Río. 1992), para lograr la estabilización de las concentraciones de gases de efecto de invernadero en la atmósfera, a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático. Toma en cuenta las necesidades específicas y situaciones particulares de los países menos avanzados, previendo para ellos financiamiento y transferencia de tecnología.

11.14
Convenio para la Protección y Desarrollo del Medio Marino en la Región del Gran Caribe (Convenio de Cartagena ) y sus Protocolos
11.15
Resolución No. 359 de 1998 (Gaceta Oficial No.9997 del 2de junio de 1999), aprueba el Convenio para la Protección y Desarrollo del Medio Marino en la Región del Gran Caribe (Cartagena, 1983), y sus Protocolos relativos a la Cooperación para Combatir los Derrames de Hidrocarburos (1983) y a las Áreas y Flora y Fauna Silvestres Especialmente Protegidas (SPAW, 1990).

El objetivo de estos instrumentos es enfrentar todos los aspectos de deterioro del medio ambiente en la Región del Gran Caribe, en especial, reducir y controlar la contaminación de la zona y asegurar la ordenación del litoral marino. Para esto, las Partes Contratantes, deberán adoptar medidas para prevenir la contaminación en todas sus formas, además de proteger y preservar los ecosistemas y los habitáis de las especies; cooperar con la creación de mecanismos para atender emergencias en materia de contaminación y desastres.

Las Partes Contratantes trataran de concertar acuerdos bilaterales y multilaterales, incluidos acuerdos regionales y subregionales para la protección del medio marino.

Objetivo de este convenio;
-Proteger el medio marino de la Región del Gran Caribe, dada su vulnerabilidad a la contaminación para que su valor económico y social pueda beneficiar las presentes y futuras generaciones.

En el Artículo 1. Sobre  la Zona de Aplicación del Convenio, establece que este Convenio se aplicará a la Región del Gran Caribe, que se denominará "Zona de Aplicación del Convenio.

En el Artículo 2 se define por "Zona de Aplicación del Convenio" al medio marino del Golfo de México, el Mar Caribe y las Zonas Adyacentes del Océano Atlántico al Sur de los 30° de Latitud Norte y dentro de las 200 millas marinas de las costas atlánticas de los Estados a que se hace referencia en el artículo 25.

En el Artículo 4, sobre obligaciones generales, las Partes Contratantes adoptarán, individual o conjuntamente, todas las medidas adecuadas de conformidad con el Derecho Internacional y con arreglo al presente Convenio y a aquellos de sus Protocolos en vigor en los cuales sean Partes para prevenir, reducir y controlar la contaminación de la Zona de Aplicación del Convenio.

Los Artículos 5 al 9 instan a las Partes a adoptar las medidas para prevenir, reducir y controlar la contaminación producida por: a) descargas desde buques, aeronaves y estructuras marinas, b) disposición de desechos o descargas provenientes de ríos, estuarios, instalaciones costeras, o cualquier otra estructura en su territorio, c) de manera directa o indirecta por actividades de exploración y explotación de los fondos marinos y de su subsuelo, y d) por emisiones gaseosas resultantes de actividades realizadas bajo su jurisdicción.

Artículo 10, sobre las medidas para proteger y preservar en la zona de aplicación del Convenio los ecosistemas raros o vulnerables, así como el habitat de las especies diezmadas, amenazadas o en peligro de extinción.

Por el Art. 11 las Partes se comprometen a tomar las medidas necesarias para enfrentar las emergencias de contaminación en el Área, cualquiera sea su causa, y a controlar, reducir o eliminar la contaminación o su ulterior amenaza. Para esto deberán, sea de manera individual o conjunta, desarrollar y promover planes de contingencia en respuesta a incidentes de contaminación que ocurran en el Área de la Convención.

11.18 
Resolución No. 14 del 30 de Marzo del 2000, que ratifica la Convención de Basilea sobre control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos. 1989.
El objetivo de la Convención es normalizar sobre la responsabilidad y la indemnización de los daños resultantes del movimiento transfronterizo y la eliminación de los desechos peligrosos y otros desechos, como reducir, en la medida de lo posible, esos movimientos al mínimo.

Además, promover la transferencia de tecnología para el manejo racional de los desechos peligrosos y otros desechos de producción local, particularmente a los países en desarrollo.

11.19
 Convención de las Naciones Unidas sobre   el Derecho del Mar, Montego Bay, Jamaica 1982. (Firmado. Pendiente de Ratificación por el Congreso Nacional)

Artículo 6. Arrecifes.

En el caso de las islas situadas en atolones o de islas bordeadas por arrecifes, la línea da base para medir la anchura del mar territorial es la línea de bajamar del lado del arrecife que da al  mar,  tal como aparece marcada mediante el signo apropiado en cartas reconocidas oficialmente por el Estado ribereño.

Artículo  194.    Medidas para Prevenir, Reducir y Controlar la Contaminación del Medio Marino:

1. Los Estados tomarán, individual o conjuntamente según proceda, todas las medidas compatibles con esta Convención que sean necesarias para prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio ambiente marino procedente de cualquier fuente, utilizando a estos efectos los medios más viables de que dispongan y en la medida de sus posibilidades, y se esforzarán por armonizar sus políticas al respecto.

2. Las medidas que se tomen con arreglo a esta parte se referirán a todas las fuentes de contaminación del medio marino. Estas medidas incluirán, entre otras, las destinadas a reducir en el mayor grado posible:

a) La contaminación procedente de otras instalaciones y dispositivos que funcionen en el medio marino, incluyendo en particular medidas para prevenir accidentes y hacer frente a casos de emergencia, garantizar la seguridad de las operaciones en el mar y reglamentar el diseño, la construcción, el equipo, el funcionamiento y la dotación de tales instalaciones o dispositivos.

11.20
Convenio internacional sobre cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos, (convenio de cooperación, OPRC, 1990). 

(Este  Convenio de Cooperación fue firmado por el Poder Ejecutivo y está en estudio en el Congreso Nacional para fines de ratificación)

Por este Convenio las Partes se comprometen individual o colectivamente a tomar todas las medidas adecuadas para prepararse y luchar contra sucesos de contaminación por hidrocarburos, en los que intervienen buques, unidades mar adentro, puertos marítimos e instalaciones de manipulación de hidrocarburos, aplicando estrictamente los instrumentos internacionales existentes relativos a la Seguridad Marítima y a la Prevención de la Contaminación del Mar en especial el Convenio para la Seguridad de la Vida Humana en el 
Mar, SOLAS 1974, en su forma enmendada y MARPOL 73/78.

12. Responsabilidad y Sanciones en materia ambiental.

El titulo V de la Ley 64-00 relativo a las Competencias, Responsabilidad y Sanciones en Materia Administrativa y Judicial prevé lo siguiente:
La Ley 64-00 estipula sanciones administrativas, civiles y penales. En el artículo 167 le confiere autoridad sancionadora administrativa a la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, quedando facultada para disponer las siguientes medidas: 

1)
Multa desde medio (1/2) salario mínimo hasta tres mil (3,000) salarios mínimos vigentes, en la fecha en que se cometió la infracción, en función de la dimensión económica de la persona física o jurídica que causó el daño y de la magnitud de los daños causados;

2)
Limitación o restricción de las actividades que provocan el daño o riesgo al medio ambiente, o si fuere el caso, sujeción de  las  mismas  a  las  modalidades o procedimientos que hagan desaparecer dicho perjuicio o riesgo;

3)
Decomiso y/o incautación de los objetos, instrumentos, artefactos, vehículos, materias primas, productos o artículos, terminados o no, empleados para provocar el daño; y

4)
Prohibición o suspensión temporal o provisional de las actividades que generan el daño o riesgo ambiental que se trata de evitar y, en caso extremo, clausura parcial o total del local o establecimiento donde se lleva a cabo la actividad que haya generado la violación a la presente ley y otras relacionadas.

Párrafo I.- Las personas o entidades jurídicas que no cumplan con las órdenes, emplazamientos y  recomendaciones emanadas de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, serán objeto del retiro temporal o definitivo de la autorización para ejercer o efectuar las actividades que los causaren, sin perjuicio de otras sanciones que pueda dictar el tribunal competente.

Párrafo II.- Las medidas a que se refiere el presente artículo, se adoptarán y aplicarán conforme al proceso administrativo correspondiente mediante resolución motivada y hecha por escrito, la cual deberá ser notificada mediante acto de alguacil y podrá ser recurrida conforme al procedimiento administrativo.

Tipificación del Delito ambiental
Los delitos ambientales están identificados en el articulo 174 cunado dice “Todo el que culposa y dolosamente, por acción u omisión transgreda o viole la presente ley y demás disposiciones que la complementen, incurren en delito contra el medio ambiente y los recursos naturales y, por tanto, responderá de conformidad a las mismas. Así, de toda agresión o delito contra el medio ambiente y los recursos naturales nace una acción contra el culpable o responsable.

El artículo 175 establece que Incurren en delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales, entre otras violaciones:

1) Quien violare la Ley 64-00, las leyes complementarias, reglamentos y normas, y realizare actividades que dañen de manera considerable o permanente los recursos naturales;

2) Quien produzca alteraciones, daños o perjuicios dentro del sistema nacional de áreas protegidas;

3) Quien use explosivos, venenos, trampas u otros instrumentos o artes que dañen o causen sufrimiento a especies de fauna terrestre o acuática, sean éstas endémicas, nativas, residentes o migratorias;

4) Quien violare las normas, parámetros y límites permisibles de vertidos o disposición final de sustancias tóxicas y peligrosas definidas legalmente, y las descargue en cuerpos de agua, las libere al aire o las deposite en   sitios no autorizados para ello, o en sitios autorizados sin permiso o clandestinamente;

5) Quien violare las normas, parámetros y límites permisibles, y vierta aguas servidas no tratadas a cuerpos de aguas o sistemas de alcantarillado, disponga de desechos sólidos industriales no peligrosos en sitios no autorizados para ello o emita al aire sustancias contaminantes, escapes de gases, agentes biológicos y bioquímicos;

8) Quien violare las regulaciones contenidas en las licencias o permisos   ambientales, o las haya obtenido utilizando datos falsos o alteren las bitácoras ambientales sobre emisiones y vertidos.

De la Competencia Judicial
La jurisdicción competente para conocer de las infracciones a la legislación ambiental dominicana esta previsto en el articulo 177 “Los Tribunales de primera instancia de la correspondiente jurisdicción serán los competentes para juzgar en primer grado, las violaciones a la Ley 64-00.

13. Proyectos de leyes en proceso de formulación y aprobación

Actualmente se preparan anteproyecto de leyes siguiente:

1. Ley General (Código) de Agua. Este esfuerzo legislativo está en su base final y se gerencia desde la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputado del Congreso Nacional;

2. Ley Sectorial de Biodiversidad. Existe un Anteproyecto preparado y listo para ser enviado al Congreso Nacional. La SEMARENA es la responsable de su formulación.

3. Ley Sectorial de Bioseguridad. Su texto ha sido revisado por consultores internacionales y nacionales y el Secretario de Medio Ambiente ha anunciado su pronto sometimiento al Congreso Nacional.

4. Ley Sectorial de Recursos Costeros y Marinos. Ha sido sometió a varias jornadas de discusión pública y a la consideración de expertos internacionales y nacionales, es promovido por la SEMARENA a través de la Subsecretaria de Recursos Costeros y Marinos 
5. Ley Sectorial Forestal. es promovida desde el Sector Privado con el apoyo de la SEMARENA, en la que se celebraron vistas públicas en todo el país dirigido por la mesa de bosque, está siendo revisada nuevamente por la mesa de bosques nuevamente.

14. Evaluación  del Marco Institucional que interviene en las actividades entierra que impactan la zona costera marina de la Republica Dominicana.
La República Dominicana hasta el año 2000, contaba con un conjunto de instituciones dispersas encargadas de aplicar las escasas regulaciones relacionadas a las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costera marina y desde siempre han existido los problemas de contaminación, sin que las autoridades hayan tenido la capacidad de dar respuesta a la solución del problema de la  contaminación ambiental, sin embargo, a partir del año 2000, con la promulgación de la Ley 64-00 sobre medio ambiente y recursos naturales, una gran parte de esas instituciones pasaron a formar parte del Consejo Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que tiene como función principal servir de enlace entre el Sistema Nacional de Planificación Económica, Social y Administrativa, entre el sector productivo nacional, la sociedad civil y las entidades de la administración pública centralizadas y descentralizadas pertenecientes al sector medio ambiente y recursos naturales, y el órgano responsable de programar y evaluar las políticas, así como establecer la estrategia nacional de conservación de la biodiversidad. 

El Consejo Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales estará integrado por:

1)
Secretario de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, quien lo presidirá;

2)
Secretario de Estado Técnico de la Presidencia;

3)
Secretario de Estado de Agricultura y Ganadería;

4)
Secretario de Estado de Salud Pública y Asistencia Social;

5)
Secretario de Estado de Educación; 

6)
Secretario de Estado de Obras Públicas y Comunicaciones;

7)
Secretario de Estado de las Fuerzas Armadas;

8)
Secretario de Estado de Turismo;

9)
Secretario de Estado de Industria y Comercio;

10)
Secretario de Estado de Relaciones Exteriores;

11)
Secretario de Estado de Trabajo;

12)
Secretario General de la Liga Municipal;




13) Instituto Nacional de Recursos Hidráulicos.

Además, de un representante de las regiones Norte, Sur, Este y Oeste; de las Organizaciones No Gubernamentales (ONG’S) del área de medio ambiente y recursos naturales; un representante de una organización campesina; dos representantes de universidades (pública y privada); y un  representante del sector empresarial, de ternas presentadas por sus respectivas organizaciones al Secretario de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales y designado por decreto del Poder Ejecutivo.

Las resoluciones del Consejo Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales son de cumplimiento obligatorio y corresponde a la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales su ejecución.

Establece además, que un reglamento especial normará el funcionamiento del Consejo Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

El Instituto Nacional de Recursos Hidráulicos (INDRHI), esta adscrito a la Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, aunque mantiene su autonomía financiera y administrativa. 
Con las demás instituciones del sector como la Corporación de Acueductos y Alcantarillado de Santo Domingo y la Corporación de Acueductos y Alcantarillado de Santiago, deben mantener la coordinación con la Secretaria de Estado de Medio Ambiente y los Recursos Naturales y respetar las normas de calidad emitida por  dicha institución.
Casi todas las instituciones señaladas ejercen sus funciones a nivel nacional, a excepción de la Corporación de Acueductos y Alcantarillado de Santo Domingo, la Corporación de Acueductos y Alcantarillado de Santiago y los Ayuntamientos que solo ejercen sus funciones en sus respectivas circunscripciones.

Los roles de las instituciones están estipulados en la Ley que las conforman, con muy raras excepciones como es el caso de la Marina de Guerra con la carta de no objeción para instalaciones en la zonas costeras y marinas.
La Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, como organismo rector del medio ambiente y los recursos naturales es la de mayor jerarquía en la toma de decisiones, respecto a las actividades en tierra que impactan la zona costero y marina, conforme lo dispone el articulo 17 sobre la rectoría del medio ambiente y el articulo 19 de la Ley 64-00 que Crea el Consejo Nacional del Medio Ambiente y Recursos Naturales, sin embargo cada institución tiene responsabilidad individual, administrativa, civil y penal de la correcta aplicación de la legislación ambiental, la aplicación de la legislación ambiental de las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costera y marina, sin embargo.

De todas las instituciones señaladas las de mayor responsabilidad operativa son los ayuntamientos, quienes tienen el mandato legal de crear Unidades de Gestión Ambiental Municipal, ordenar el territorio, crear normas de calidad ambiental, siempre que sean de mayor protección que las emitidas por la Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, emitir no objeciones y evaluar los estudios de impacto ambiental en cada uno de sus municipios. Es el administrador del Medio Ambiente y los Recursos Naturales en su municipio a excepción de las áreas protegidas, siempre y cuando respete la legislación ambiental general.

Los procesos de estudios de impacto ambiental que garantiza que las actividades a realizar que impactan negativamente la zona costero y marina, son administrados por la SEMARENA, sin embargo, dependiendo la zona donde se desarrollan y el tipo de actividad, pueden intervenir un conjunto de instituciones, como los ayuntamientos que emiten no objeciones de uso de suelo y revisión de los estudios de impacto ambiental, si es en zona costera y marina, la marina de guerra emite una no objeción a la construcción en dicha zona, la Secretaria de Estado de Turismo, Secretaria de Estado de Salud Publica y Asistencia Social, la Secretaria de Estado de Obras Publica y Comunicaciones aprueba los planos de construcción, el Colegio de Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores (CODIA).
Los roles o competencias  de las instituciones que intervienen en los procesos de desarrollo de proyectos que requieren estudios ambientales, termina con la emisión de un documento como la no objeción, sin embargo, la SEMARENA y los ayuntamientos tienen la responsabilidad del seguimiento, monitoreo y auditorias después de iniciados los proyectos para determinar si se están cumpliendo las normas ambientales por las cuales se rigen.
Problemas detectados para la aplicación de la legislación por las instituciones responsables del saneamiento y control de la contaminación. 
La inoperatividad de las instituciones creadas por la Ley 64-00, para diseñar la política, planificar y gestionar el ambiental como el Consejo Nacional del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, el Sistema Nacional de Gestión Ambiental y el Sistema Nacional de Información Ambiental y Recursos Naturales, no permite que haya una efectiva política y gestión de las actividades en tierra que impactan negativamente en la zona costero y marina.
La limitada coordinación inter e intra institucional de las instituciones responsables de aplicar las regulaciones sobre las actividades en tierra que impactan negativamente los recursos naturales y el medio ambiente, provoca Ambigüedad, dispendio de los recursos y esfuerzos que devienen en perjudiciales para las zonas costeros marinas, conforme lo describen las Leyes 64-00, la Ley 42-01 Ley General de Salud, en el mandato de coordinación para control de las actividades dañinas a la Secretaria de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Secretaria de Estado de Salud Publica y Asistencia Social, La Secretaria de Estado de Agricultura, los Ayuntamientos y otras organizaciones relacionadas.  
Estas instituciones carecen de un sistema de planificación estratégica y de una política para la gestión conjunta de las actividades  entierra que impactan negativamente la zona costero y marina, independientemente del mandato otorgado por la Ley ambiental.
La falta del ordenamiento territorial y de planificación del uso del suelo ha traído como consecuencias el crecimiento poblacional en las principales ciudades del país, de  una forma desordenada, esto ligado a la pobreza extrema en que vive una gran parte de la población, ubicándose en las orillas de los ríos, cañadas, sin un sistema sanitario que garantice el tratamiento de las excretas.

Los gobiernos municipales no han implementado un sistema de tratamiento de los residuos domésticos e industriales a través de plantas de tratamiento, relleno sanitario y tratamiento de los desechos de manera adecuada, de manera que los residuos que no son tratados van a parar a través de las alcantarillas y otros medios a las aguas costeras.

Otro medio importante que contribuye con la contaminación, fundamentalmente con los residuos sólidos como las fundas plásticas y vasos, es la falta de educación ciudadana, que aun existiendo leyes que castigan el arrojar basura en la calle como la Ley No. 120-99, los ciudadanos siguen arrojando basura en la calle y las autoridades no aplican las leyes. Así mismo la Ley 64-00 sobre medio ambiente y recursos naturales establece en su artículo 56-58 DE LA EDUCACIÓN Y DIVULGACIÓN AMBIENTALES .La Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con la Secretaría de Estado de Educación, llevará a cabo programas de educación ambiental -formal y no formal- con la  participación de  instituciones  públicas  y  privadas  que realizan actividades educativas.

-  La Secretaría de Estado de Educación incorporará como eje transversal, la educación ambiental con enfoque interdisciplinario y carácter obligatorio en los planes y programas de todos los grados, niveles, ciclos y modalidades de enseñanza del sistema educativo, así como de los institutos técnicos, de formación, capacitación, y actualización docente,  de  acuerdo  con la  política establecida por el Estado para el sector.

- El Consejo Nacional de Educación Superior, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, garantizará  la incorporación de la dimensión ambiental en los planes de estudios de pre y postgrado, curriculares y extracurriculares, dirigidos a la formación y el perfeccionamiento de los profesionales de todas las ramas, en la perspectiva de contribuir al uso sostenible de los recursos naturales y la  protección y mejoramiento del  medio ambiente.

15. Evaluación de la Legislación Ambiental relativa a las actividades en  tierra que impactan la zona costera marina.
El país cuenta con una gama de instrumentos jurídicos que regulan las actividades que impactan negativamente la zona costera y marina, como ya se han señalado, que indican procedimientos, autoridades competentes, coordinaciones interinstitucionales y sanciones para los infractores, desde los convenios internacionales, leyes, decretos, resoluciones, reglamentos y normas que de aplicarse correctamente, los problemas de contaminación de la zona costera y marina se reducirían de forma considerable.

El problema de la contaminación en la zona costera y marina, no radica en la falta de legislación o vacíos, y mucho menos en la falta de instituciones encargadas de aplicarla, sino la falta de una política integral de gestión dirigida a minimizar los impactos de las actividades en tierra que impacten negativamente la zona costero y marina,  en la incapacidad de las autoridades en hacer cumplir la legislación que regulan dichas actividades, por causas estructurales: como la cultura de dejar hacer y dejar pasar, la falta de concienciación ambiental, la pobreza por la desigual distribución de los recursos, los limitados recursos económicos con lo que cuentan las autoridades, limitados recursos humanos y la falta de ordenamiento territorial y planificación estratégica.
Otros aspectos que se deben tomar en cuenta para concluir con el proceso regulatorio de las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costera y marina son los reglamentos y normas complementarias que manda a elaborar la Ley 42-01 General de Salud y la Ley 64-00 fundamentalmente aquellas que forman consejos de coordinación para tratar los aspectos de la contaminación y la infraestructura de la misma para su control y monitoreo.  
16. Conclusiones.
A pesar de que existen disposiciones en el país que regulan las actividades que impactan la zona costero y marina e instituciones suficientes para su aplicación, es considerable la contaminación y la destrucción de manglares y relleno de humedales debido a la incapacidad de las autoridades de vigilar, monitorear o dar seguimiento a dichas actividades por los limitados recursos económicos y humano, así como la limitada coordinación interinstitucional de las instituciones responsables de la aplicación de dicha legislación, pero sobre todo por la inoperancia de las instituciones como el Consejo Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales, el Sistema Nacional de Gestión Ambiental y el Sistema de Información Ambiental.

Aunque existe interés de controlar la contaminación no se ha logrado reducir en los niveles deseados, debido a que estas acciones se ejecutan de forma dispersas, sin obedecer a planteamientos de planificación y ejecución conjunta o sistémica, respondiendo a momentos políticos coyunturales, sin el enfoque crítico y responsable, como exigen los tiempos actuales.

El desarrollo de las grandes ciudades dominicanas, Santo Domingo, Puerto Plata, la zona Este y Barahona, se realizaron sin una política y legislación ambiental que garantizara la preservación de los recursos naturales y en especial la zona costero y marina.  La Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales,  que es la expresión de la voluntad política a partir del año 2000, ha sido creada como Organismo Rector con calidad para convocar a todos los sectores que participan en la toma de decisiones para controlar las actividades en tierra que contaminan las zonas costera, conforme lo dispone el articulo 19 de la Ley 64-00 que crea el Consejo Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales como organismo de programación y planificación política, económica y social respecto a los recursos naturales y el medio ambienta, en tal sentido tiene la faculta para emprender acciones para unificar criterios y tomar las grandes decisiones que hacen falta de forma conjunta. 

Uno de los grandes obstáculos para resolver los problemas que ocasionan las actividades en tierra en la zona costero y marina es la falta de capacidad de la SEMARENA y de la Procuraduría para la Defensa del Medio Ambiente para hacer cumplir los mandatos de la Ley 64-00 y darle seguimiento, pero además la ausencia de una política sobre ordenamiento territorial que cree una Ley y las condiciones socioeconómica necesaria para garantizar el saneamiento de las principales fuentes de contaminación de las zonas costeras marinas del país.

Es evidente que la República Dominicana dispone de un marco jurídico ambiental basado en directrices regionales y globales, orientadas a garantizar una gestión efectiva de la zona costera y de los recursos que esta contiene, y de manera específica para prevenir, controlar, reducir y sancionar la contaminación de de las actividades en tierra que afectan la zona costera marina.

Para una efectiva gestión de las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costera-marina, se requiere establecer mecanismos de coordinación y fortalecimiento institucional para  lograr eficientizar la aplicación de ese marco legal y corregir la dispersión institucional que imposibilita la planificación y ejecución de las acciones necesarias para una gestión efectiva de la zona costera, que puede lograrse con la puesta en ejecución de las instituciones señaladas. 
Independientemente del conjunto de leyes existente que regulan la materia en cuestión, se percibe la necesidad de un marco legal moderno y ajustado a los principios de la Ley 64-00, que regule de forma integral el espacio costero marino, a la vez que se garantiza que el Proyecto de Ley Sectorial de Biodiversidad considere adecuadamente los recursos biológicos que están en dicha zona y en las aguas, suelo y subsuelo marino.

Es inaplazable la realización de estudios e investigaciones a nivel nacional con la finalidad de determinar el valor económico de los ecosistemas costeros-marinos; de sus recursos y el costo de su recuperación, pero sobre todo cual el costo económico caudado por las actividades en tierra que impactan negativamente la zona costera marina.

Adoptar políticas y acciones que promuevan la integración del sector industrial, público y privado en la solución de la contaminación de la zona costera, adoptando las medidas establecidas y requeridas para hacer un uso racional de este recurso y cumpliendo con el principio de responsabilidad compartida construyendo las plantas de tratamiento que requieren sus empresas, como requisito necesario para mantener la salud de la población y conservar otros recursos naturales esenciales para el desarrollo sostenible del país.

Concienciar a las autoridades en gestión, para asegurar el cumplimiento, la ejecución de las leyes y los reglamentos nacionales, y de esa forma prevenir o reducir la contaminación de los medios marinos y empoderar los ayuntamientos para la gestión ambiental que son los gobiernos locales que mayor acceso y  vigilancia y monitoreo pueden ejercer sobre las fuentes contaminantes. 

El establecimiento de unidades portuarias en las bahías y estuarios del País, las ha transformado en áreas de severos problemas de contaminación marina. Las Industrias localizadas en las zonas costeras, de las cuales se lanzan desechos sólidos y líquidos a las aguas; la erosión causada por deforestación en cuencas y orillas de ríos; el vertimiento de desechos proveniente de las industrias colocadas a orilla de las principales cuencas del país con plantas de tratamientos en mal estado y otras sin plantas de tratamiento, la remoción de arena de las playas y ríos para la construcción, el uso de pesticidas en las labores agrícolas, el lanzamiento de aguas usadas y no tratadas por el limitado servicio de alcantarillado sanitario, la presencia de microorganismos que exceden los niveles aceptables para la Organización Mundial de la Salud. (OMS). Además, una insuficiente cobertura del suministro de agua para consumo humano, serias dificultades en el manejo, recolección, transporte y disposición final de los residuos sólidos.

Esta instancia requiere ser fortalecida con  una designación específica de fondos en el presupuesto general de la nación para dotarse de infraestructuras, equipo y de un`personal multidisciplinario y competente para dar el seguimiento y fiscalización a todos los sectores responsables de la generación de cargas contaminantes.

Es necesario generar acciones para prevenir la contaminación realizando evaluaciones de riesgos, auditorias del manejo de los desechos. Exigir el uso de tecnologías más limpias e incentivar el reciclaje de los materiales de desechos. Para contribuir en la recuperación de los ecosistemas naturales afectados por la contaminación. La estrategia de control deberá incluir directrices de índole tecnológicas, criterios para la calidad del agua, cumplimiento de la planificación ambiental y  mejores prácticas de gestión.

17. Recomendaciones:

· Poner en un funcionamiento el Consejo Nacional de Medio Ambiente y los Recursos Naturales, el Sistema Nacional de Gestión Ambiental y el Sistema Nacional de Información Ambiental y Recursos Naturales.

· Crear una Ley de incentivo a la clasificación de desechos, de construcción de plantas de tratamiento, de reciclaje, de usos sostenible de las costas y desincentivo a prácticas lesivas  al medio ambiente, para evitar que se arrojen esos contaminantes y vayan a la zona costero y marina.  

· Hacer una evaluación económica de la perdida de zona costero y marina por degradación y contaminación ambiental en función del turismo.

· Contribuir al necesario conocimiento, por parte de los tomadores de decisiones para fortalecer los lazos de colaboración reciproca en la gestión de la zona costero marina.

· Incrementar los esfuerzos para lograr una mayor integración en la gestión de las zonas costero marinas, tratando de disminuir las actividades que dañan la dichas costas.
· Incrementar y mejorar el uso de las herramientas de gestión ambiental (ordenamiento territorial, EAE y EIA) en las actividades que impactan la zona costero y marina.

· Aplicación de Manejo Integrado de las actividades entierra que impactan la Zona Costero Marina.
· Fortalecer mecanismos de coordinación intra e interinstitucional entre las entidades que ejecutan la gestión y el control ambiental como las instituciones del Consejo Nacional del Medio Ambiente y los Recursos Naturales.

· Fomentar programas de concienciación respecto a las actividades terrestres que afectan la zona costero y marina, promoviendo el cuidado y protección, el acceso a la información y el acceso a la justicia ambiental.
· Incrementar la capacitación a los tomadores de decisiones en materia de manejo integrado de las zonas costero-marinas.

· Incentivar la cooperación internacional tanto técnica como financiera en los procesos de manejo integrado para el tratamiento de las actividades en tierra que impactan la zona costero y marino.

· Promover la participación de la comunidad y la Sociedad Civil en el control y la vigilancia de las actividades que impactan negativamente la zona costero  marina.

· La creación de unidades de coordinación intra e interinstitucionales para la eficiente implementación de la legislación vigente.
· Crear y fortalecer instrumentos que garanticen la participación pública en la toma de decisiones en los temas relacionados con las actividades en tierra que impacten la zona costera costero y marina.

· Incentivar el desarrollo de prácticas amigables en el uso, aprovechamiento de los recursos ostero y marino.

· Promover programas de capacitación que estén orientados a jueces y fiscales en materia de legislación ambiental.

· Creación de una base de datos que contenga la legislación, las instituciones encargadas de gestionar la zona costero y marina y la jurisprudencia ambiental. 
· Propiciar el fortalecimiento institucional y la independencia de los actores ambientales en el ejercicio de sus funciones.
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